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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de septiembre de 2018. 

 Sparta Recycling Corp. (Sparta) solicita que este 

Tribunal revoque una Sentencia que dictó el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Guayama (TPI). En esta, el 

TPI determinó que Sparta falló en demostrar que sufrió 

daños por razón del incumplimiento contractual de la 

Asociación Azucarera Cooperativa Lafayette 

(Asociación). A esos fines, desestimó la reclamación 

conforme la Regla 39.2 (c) de Procedimiento Civil, 

infra. 

Luego de examinar el expediente apelativo y los 

autos originales, se confirma la Sentencia del TPI. 

I. Tracto Procesal 

 El 3 de diciembre de 2010, Sparta presentó una 

Demanda por incumplimiento contractual y daños y 
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perjuicios contra la Asociación.1 En esencia, alegó que 

la Junta de Directores de la Asociación, en una reunión 

que se celebró el 20 de junio de 2009, aprobó venderle 

todos los desechos de metal ubicados en la antigua 

Central Azucarera Lafayette. Dispuso que el precio de 

venta que se pactó fue de $80.00 la tonelada métrica. No 

obstante, arguyó que la Asociación suscribió un contrato 

con LAREB y vendió todo el acero por $355,000.00; esto 

es, a razón de $10.14 la tonelada métrica en lugar de 

los $80.00 que Sparta hubiese pagado. Planteó que, 

aunque las partes no llegaron a firmar el acuerdo por 

escrito, el contrato se había perfeccionado verbalmente 

cuando la Junta de Directores aprobó, por unanimidad, la 

venta de todo el material de acero que se encontraba en 

las instalaciones de la antigua central a ese precio. 

Adujo que, como parte de las gestiones ejecutadas para 

realizar las labores de remoción del metal, trasladó 

maquinaria de demolición a Puerto Rico, tramitó un 

seguro de responsabilidad pública, una póliza con el 

Fondo de Seguro del Estado, así como el contrato con 

Sunset para la limpieza y remoción de asbestos. Reclamó 

el reembolso de los gastos incurridos para consumar el 

contrato, las ganancias dejadas de percibir por el 

incumplimiento contractual, costas, gastos de litigación 

y honorarios de abogados por temeridad. 

 Luego de incidencias procesales múltiples, el TPI 

bifurcó el pleito. Primero, atendió la reclamación sobre 

incumplimiento contractual. El 11 de julio de 2015, el 

TPI determinó que la Asociación incumplió el contrato 

para con Sparta y que dicho incumplimiento obligó a la 

                                                 
1 Apéndice de Apelación, págs. 1-6.  



 
 

 
KLAN201800410    

 

3 

Asociación a indemnizar por los daños que se le 

ocasionaron. Dicha determinación advino final y firme.2  

 El 27 de junio de 2017, se celebró la vista 

evidenciaria. Por parte de Sparta, testificó el 

Sr. Robert Dawson (señor Dawson), perito de ocurrencia, 

el Sr. José Alameda Lozada (señor Alameda), perito 

economista y el Sr. Fernando Gilormini (señor 

Gilormini), representante de Sparta. Luego de culminar 

el desfile de prueba, la Asociación solicitó la 

desestimación de la reclamación al amparo de la Regla 

30.2 de Procedimiento Civil, infra.  

 El 5 de diciembre de 2017, el TPI dictó una 

Sentencia.3 Indicó que Sparta no probó la existencia de 

algún daño por razón del incumplimiento contractual de 

la Asociación. Estimó que Sparta nunca pudo precisar 

cuánto metal la Asociación le iba a vender. Tampoco probó 

que tuviera algún comprador potencial o que conociera a 

cuánto podría vender el metal. Apreció que Sparta tenía 

una expectativa real de vender el metal. Dispuso que 

Sparta pudo evidenciar que pagaría $80.00 por tonelada 

y que endosó un cheque de $50,000.00 por concepto de 

pronto que nunca fue cobrado por la Asociación.  

 A consecuencia de esta Sentencia, Sparta presentó 

una Solicitud de Determinaciones de Hechos Adicionales 

y Reconsideración.4 Esbozó que, de haber obtenido la 

posesión de la chatarra, la hubiera podido retener hasta 

tanto surgiera un precio mejor en el mercado. Expresó 

que no era necesario tener un comprador potencial, pues 

                                                 
2 El 28 de febrero de 2014, un Panel Hermano confirmó la 

determinación del TPI (KLAN201301567). Nuestro Foro Máximo denegó 

la expedición de la petición de Certiorari. Así, confirmó la 

determinación que emitió el TPI. 
3 Apéndice de Apelación, págs. 22-34.  
4 Apéndice de Apelación, págs. 35-52. 
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se podían utilizar otras fuentes para determinar el 

precio de la chatarra, como el US Geological Survey. 

Determinó que la frustración del contrato con la 

Asociación lo privó de vender el metal. Esto, indicó, 

constituyó un ingreso dejado de percibir. Sparta aduce 

que la única razón por la que los gastos y los costos no 

se materializaron fue por las acciones de la Asociación. 

Indicó que la incertidumbre sobre la cantidad es también 

atribuible a la Asociación por no procurar el peso del 

metal que removió LAREB entre 2010 y 2011. Sparta reclama 

que se den como hechos probados, entre muchos, el 

estimado de metal disponible que hizo el señor Dawson, 

la existencia de posibles estrategias de venta, el 

testimonio e informe del señor Alameda y el testimonio 

del señor Gilormini en su capacidad de Secretario y 

Tesorero de Sparta.  

 Acto seguido, la Asociación presentó su Oposición 

a Moción de Reconsideración y Determinaciones 

Adicionales de Hechos5. Indica que, a través de su 

escrito, Sparta pretende que el TPI descarte hechos 

establecidos y que adopte y reconozca como probados 

hechos para los que no se presentó evidencia o no se 

alegaron durante el juicio. La Asociación indica que la 

evidencia probó que Sparta no sufrió daños, que quien 

tenía una expectativa de ventas es su compañía matriz, 

Sparta USA, la cual no forma parte del pleito. Indica, 

finalmente, que basarse en las cuantías de los contratos 

otorgados con posterioridad al incumplido, 

específicamente la cuantía de $2,280,000.00 del contrato 

entre Sanco Metals y Semprodimex-Vietnam, sería un 

                                                 
5 Apéndice de Apelación, págs. 52(a)-54.  
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ejercicio fútil, pues, basado en los mismos estimados de 

gastos y costos, no puede calcularse que Sparta fuera a 

devengar ventaja económica alguna. 

 Sparta presentó una Réplica a Oposición a Moción de 

Reconsideración y Determinaciones Adicionales de Hecho.6 

Argumentó que las determinaciones adicionales de hechos 

que solicitó están basadas en la prueba testifical y 

evidencia admitida. Sparta sostiene, además, que el TPI 

podría asignarle al contrato incumplido el valor del 

contrato entre Sanco Metales y Semprodimex-Vietnam 

($2,280,000.00) para establecer el costo, no la 

ganancia, la cual señala está establecida en el informe 

del señor Alameda. Recalca, también, que la 

imposibilidad de precisar el peso yace en el conflicto 

de interés en la representación legal de la Asociación, 

que interfirió deliberadamente con el descubrimiento de 

prueba y le impidió el acceso a cualquier documento 

derivado de la contratación de la Asociación y LAREB que 

incluyera un pesaje del material.   

 El 4 de abril de 2018, el TPI emitió una 

Resolución.7 Determinó que, aun incluyendo las 

propuestas de determinaciones de hecho sugeridas por 

Sparta, no se afecta la determinación final. Estima que 

aun no queda probado un nexo entre los daños y Sparta, 

la parte que los reclama. Así, el TPI declaró no ha lugar 

la solicitud de determinaciones de hecho adicionales y 

la reconsideración de la determinación. 

A consecuencia de esta determinación, Sparta 

presentó una Apelación, en la que señaló el error 

siguiente: 

                                                 
6 Apéndice de Apelación, págs. 55-58.  
7 Apéndice de Apelación, págs. 59-61.  
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ERRÓ EL [TPI] AL NO RECONOCER QUE EL CONFLICTO 

DE INTERÉS DE LA REPRESENTACIÓN DUAL DEL 

ABOGADO DE LA AACL Y LAREB Y/O DEL LCDO. HÉCTOR 

AYALA VEGA IMPIDIÓ QUE SPARTA TUVIESE ACCESO 

A LA EVIDENCIA DIRECTA SOBRE EL PESO DEL METAL 

CHATARRA DE LA CENTRAL LAFAYETTE Y EN AUSENCIA 

DE ESTA NO RECONOCER COMO SUFICIENTES, BAJO 

LOS HECHOS PROBADOS, LOS ESTIMADOS DE PESO DEL 

METAL Y LOS GASTOS HECHOS POR EL PERITO 

RANDALL DAWSON A PESAR DEL [TPI] HABERLE DADO 

COMPLETA CREDIBILIDAD A SU TESTIMONIO ASI COMO 

LAS CUANTÍAS DEL MISMO METAL QUE SURGEN DEL 

CONTRATO ENTRE LAREB Y SANCO METALS Y EL 

CONTRATO ENTRE SANCO METALS Y 

SEMPRODIMEX-VIETNAM. 

  

II. Marco Legal 

 

A. Valoración de daños 

La valoración del daño es un elemento fundamental 

al momento de adjudicar responsabilidad. Conceder 

cuantías insuficientes por concepto de daños sufridos 

tiene el efecto de menospreciar la responsabilidad civil 

a la que deben estar sujetas las actuaciones 

antijurídicas. En contraposición, una valoración 

exagerada de los daños tiene un efecto de castigo, ajeno 

a nuestro sistema de derecho. Para que el sistema civil 

cumpla con sus propósitos, los tribunales deben buscar 

la proporción más razonable entre el daño causado y la 

indemnización concedida. El Tribunal Supremo señala que 

estimar y valorar daños es una tarea difícil y la 

describe, además, como angustiosa en tanto conllevar 

especular, en parte, al momento de fijarlos, así como 

insertar elementos subjetivos, como “la discreción y el 

sentido de justicia y conciencia humana del juzgador de 

los hechos”. Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, 

179 DPR 774, 785 (2010).  

La valoración del daño responde a factores 

particulares y únicos de cada caso; no se presta a 

extrapolación indiscriminada; debe ser considerada 

conforme los hechos y circunstancias particulares. 
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La tarea de valorar el daño descansa, inicialmente, 

en el ejercicio discrecional prudente, juicioso y 

razonable del juzgador de hechos, animado por un sentido 

de justicia y de conciencia humana. S.L.G. v. F.W. 

Woolworth & Co., 143 DPR 76, 81 (1997). El juzgador debe 

medirlos a base de la prueba, procurando, en todas las 

ocasiones, que la indemnización no se convierta en una 

industria y mantenga su sentido remediador, no punitivo. 

S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, 156 DPR 614, 628 (2002).  

Por esto, los jueces del TPI están en mejor posición 

que los tribunales apelativos para hacer esa evaluación. 

El TPI es la instancia que tiene contacto directo con la 

prueba presentada en el proceso. Administrador F.S.E. v. 

ANR Construction Corp., et als., 163 DPR 48 (2004). Dicha 

discreción está fundamentada en criterios de estabilidad 

y de respeto a los tribunales de primera instancia. 

Nieves Cruz v. U.P.R., supra; Publio Díaz v. E.L.A., 

106 DPR 854, 868 (1978); Baralt v. Báez, 78 DPR 123, 127 

(1955). 

Por ende, la cuantificación necesaria y justa para 

compensar los daños queda en el sano juicio, la 

experiencia y discreción del juzgador. Concepción Guzmán 

v. A.F.F., 92 DPR 488, 502 (1965); Infante v. Leith, 

85 DPR 26 (1962); Arcelay v. Sánchez, 77 DPR 824 (1955). 

"Empero, señaladas y sometidas a nuestra consideración 

circunstancias comprobadas que ameritan una modificación 

de cuantía, procederemos a ello siguiendo los criterios 

antes mencionados". Urrutia v. A.A.A., supra, pág. 648. 

Cuando una parte solicita la modificación de las sumas 

concedidas, está obligada a demostrar la existencia de 

circunstancias que lo ameriten. Nieves Cruz v. U.P.R., 

supra, pág. 176; S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, supra, 
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pág. 623; Publio Díaz v. E.L.A., supra, pág. 868. De lo 

contrario, prevalece la norma de abstención en ausencia 

de pasión, prejuicio, error manifiesto o parcialidad. 

S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, supra, pág. 623; Colón 

y otros v. K-mart y otros, 154 DPR 510, 520 (2001); 

Trinidad García v. Chade, 153 DPR 292, 291 (2001). 

B. Apreciación de la prueba y deferencia judicial 

Como norma general, los foros apelativos no deben 

intervenir con las determinaciones de hechos que hace el 

TPI, ni sustituir su criterio por el del juzgador. Rivera 

Menéndez v. Action Services, 185 DPR 431, 448 (2012). La 

razón jurídica tras esta normativa es clara, pues se 

trata de dar deferencia a un proceso que ha ocurrido 

principalmente ante los ojos del juzgador de instancia. 

Ese juzgador es quien observa y percibe el 

comportamiento de los testigos al momento de declarar y 

basándose en ello adjudica la credibilidad que le 

merecen sus testimonios. SLG Rivera Carrasquillo v. AAA, 

177 DPR 345, 357 (2009). La declaración directa de un 

sólo testigo, de ser creída por el juzgador de hechos, 

es prueba suficiente de cualquier hecho. Regla 10(D) de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. IV. Corresponde al TPI aquilatar 

la prueba testifical ofrecida y dirimir su credibilidad.  

Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001). 

 A tenor de lo anterior, se le concede respeto a la 

adjudicación de credibilidad realizada por el TPI, dado 

que el foro apelativo cuenta solamente con récords mudos 

e inexpresivos. Íd. Por tal razón, las determinaciones 

de hechos basadas en testimonio oral, no se dejarán sin 

efecto a menos que sean claramente erróneas. Regla 42.2 

de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 42.2. 
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De ordinario, el pronunciamiento del TPI se 

sostendrá en toda su extensión por el tribunal apelativo 

en ausencia de prejuicio, parcialidad, manifiesto o 

abuso de discreción. Trans Oceanic Life Ins. v. Oracle 

Corp., 184 DPR 689 (2012). En su más reciente 

pronunciamiento sobre deferencia al TPI por parte del 

tribunal apelativo, el Tribunal Supremo reiteró que solo 

se debe ejercitar la facultad revisora apelativa cuando 

“el juzgador de primera instancia no se rija por el 

criterio de razonabilidad y adecuacidad o cuando no 

considere los intereses de ambas partes según lo 

requiera la justicia sustancial y las circunstancias del 

caso.” Citibank, N.A. v. Cordero Badillo, 2018 TSPR 119, 

200 DPR ___ (2018). 

III. Discusión 

 En su Apelación, Sparta señala como error que el 

TPI no reconoció la existencia de un alegado conflicto 

de intereses de la representación dual del abogado de la 

Asociación y LAREB y/o del Lcdo. Héctor Ayala Vega 

(licenciado Ayala). Alega que la existencia de este 

conflicto impidió que Sparta tuviera acceso a cierto 

documento que evidenciara el peso del metal para poder 

cuantificar sus daños. Señala que, en ausencia de tal 

documento, el cual insiste cuantificaba la cantidad de 

metal, el TPI debió reconocer como suficientes los 

estimados del señor Dawson. Estima que el TPI se equivocó 

también al no reconocer las cuantías monetarias que 

surgen de la cadena de contratos subsiguientes mediante 

los cuales se vendió la chatarra de la central azucarera 

a diversas compañías. Tales documentos, según Sparta, 

hubieran permitido establecer la existencia y el cálculo 

de daños. 
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 Por su parte, la Asociación recalca en su Alegato 

en Oposición a Apelación que el fallo del TPI se debió 

a que Sparta nunca presentó prueba para establecer un 

nexo entre los daños alegados y sus reclamos.8 En apoyo 

a este argumento, la Asociación expone que la cantidad 

exacta de metal chatarra es irrelevante.  Ello, debido 

a que quien tenía un plan de ventas y procedería a 

devengar las ganancias no era Sparta, si no su 

corporación matriz (Sparta USA), la cual no forma parte 

del pleito. Por lo tanto, no se concretó un daño y mucho 

menos un nexo entre Sparta y los daños que reclama. En 

lo referente al conflicto de interés y el documento, 

cuya existencia alega Sparta, la Asociación manifiesta 

que se encuentra ante la consideración del Tribunal 

Supremo y añade que tal documento no existe.  

 En adelante, se examinan los señalamientos de error 

de Sparta.  

A. Apreciación de la prueba  

En esencia, Sparta solicita que este Tribunal 

identifique entre los expedientes judiciales la prueba 

para sostener su reclamación y que la aquilate. Como se 

sabe, para llevar a cabo esta encomienda, es deber de la 

parte que solicita la revisión judicial poner a este 

Tribunal en posición de evaluar la prueba. La Regla 19 

(A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones impone 

esta responsabilidad a Sparta:  

“Cuando la parte apelante haya señalado algún 

error relacionado con la suficiencia de la 

prueba testifical o con la apreciación errónea 

de ésta por parte del tribunal apelado, 

someterá una transcripción, una exposición 

estipulada o una exposición narrativa de la 

prueba.”9 

 

                                                 
8 Alegato en Oposición a Apelación, pág. 4.  
9 Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 19(A). 
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En el caso que este Tribunal considera, Sparta 

falló en proveer la transcripción, la exposición 

estipulada o la exposición narrativa de la prueba como 

requiere la Regla 19 (A), supra. A pesar de ello, este 

Tribunal se dio a la tarea de solicitar al TPI los autos 

originales y la prueba documental del caso. A esos fines, 

emitió una Resolución el 13 de junio de 2018. Este 

Tribunal recibió del TPI la documentación conforme se 

solicitó y examinó detenida y minuciosamente sobre 

400 folios, seis (6) tomos de trámites procesales y toda 

la prueba documental que desfiló ante al TPI. Al concluir 

este ejercicio, este Tribunal arriba a la misma 

conclusión que el TPI: la evidencia documental y de 

peritaje que presentó Sparta no permite hacer un cómputo 

razonable de daños o de ganancias dejadas de percibir a 

causa del incumplimiento de contrato por la Asociación.10 

A continuación, los hechos esenciales en los que el 

TPI basó su determinación:11 

1. Sparta USA, la compañía matriz que no fue 

parte de este caso, fue la que incurrió en 

gastos para comenzar la obra. No había 

documento o contrato sobre estas prestaciones 

entre Sparta y Sparta USA. 

 

2. Sparta USA era quien había acordado un 

contrato inicial de venta de la chatarra con 

una compañía extranjera.12   

 

3. Sparta no tenía plan para vender la chatarra 
o acuerdo con Sparta USA para adquirir el 

metal. Tampoco tenía experiencia previa 

vendiendo este tipo de material ni comprador.  

 

4. Ningún contrato o documento precisa la 

cantidad de metal chatarra que había 

disponible en la central azucarera, pues los 

contratos fueron a precio alzado, a diferencia 

del convenido entre las partes en el caso de 

epígrafe, y todas las instancias de cantidad 

surgen de estimados.     

 

                                                 
10 Apéndice de Apelación, pág. 33.  
11 Apéndice de Apelación, págs. 23-34.  
12 Apéndice de Apelación, págs. 345-347.  
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Por su parte, Sparta insiste en que existe un 

documento que surge o debió surgir del contrato entre la 

Asociación y LAREB Corp. que contiene el pesaje del 

material que había en la central azucarera para el 2010. 

La Asociación niega que este documento exista. De hecho, 

más allá de suposiciones y especulaciones basadas en un 

comentario de la Asociación de que “esas gestiones 

habían sido encomendadas a LAREB Corp.”13, Sparta no ha 

podido establecer que exista tal documento. Lo que sí 

surge del expediente y los autos es que pesar el 

material, no constituyó una estipulación en el contrato 

entre la Asociación y LAREB Corp. Esto debido a que el 

mismo se otorgó a precio alzado por todo el material en 

la central.14 Por lo tanto, la existencia de este 

documento no surge de los autos y, por consiguiente, no 

se puede discutir para fines del señalamiento de error.  

Por otro lado, Sparta parte de la premisa de que el 

TPI apreció erróneamente la prueba que presentaron, la 

cual estima es suficiente para establecer un daño y 

cuantificarlo. Al no poseer el documento que 

alegadamente establece el peso y la cantidad de material 

exacto, Sparta entiende que el peritaje del señor Dawson 

y, por ende, su estimado de que efectivamente había 

alrededor de 30,000 toneladas métricas de metal chatarra 

en la central azucarera y sobre las cuales contrataron, 

es suficiente para basar y validar el estudio que llevó 

a cabo el señor Alameda. En este estudio, el 

señor Alameda hizo unos cálculos basados en el estimado 

de 30,000 toneladas métricas suplido por el señor Dawson 

y lo multiplicó por el valor que promedió a nivel 

                                                 
13 Apelación, pág. 21.  
14 Autos Originales, Contrato del 23 de noviembre de 2009, Exhibit 1 

por estipulación de las partes. 
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internacional el metal chatarra para el 2010.15 Sparta 

presenta este resultado, el cual concluye que había una 

expectativa de ganancia de $6,580,200.00 para Sparta, 

como evidencia de que esa fue la cantidad en daños que 

resultó de la Asociación privarle de la oportunidad de 

vender el metal chatarra en el mercado internacional.16 

El cómputo que presentó el perito de Sparta 

descansa enteramente en la creencia del señor Dawson de 

que había 30,000 toneladas métricas de metal chatarra y 

la presunción de que se venderían en el mercado 

internacional al precio promedio, para el 2010, de 

$326.30. Si bien el TPI concedió credibilidad entera al 

señor Dawson en lo que compete a su experiencia y 

conocimiento de la industria, ello no significó que sus 

estimados y especulaciones pudieran tomarse como 

evidencia cuando los mismos están desvinculados de la 

prueba que se presentó. Este Tribunal coincide con el 

TPI en que estos cálculos indican un daño especulativo. 

Al respecto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que:  

El derecho a ser compensado no puede 

derrotarse por el carácter especulativo que 

supone el cómputo de daños y, al medirlos, el 

juzgador debe hacerlo a base de la prueba, 

procurando siempre que la indemnización no se 

convierta en una industria y se mantenga su 

sentido remediador y no punitivo. Luz M. 

Rivera Rodríguez v. Tiendas Pitusa, Inc., 

148 DPR 695, 700 (1999).  

 

En este caso, la imposibilidad de conceder los 

daños basados en el informe del perito de Sparta no se 

basa en que este presenta un cálculo especulativo, sino 

en que el informe en sí se basa en creencias, gastos y 

                                                 
15 Apéndice de Apelación, págs. 197-198.  
16 Apéndice de Apelación, pág. 198. 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214077&pubNum=2995&originatingDoc=IAC3F35C0A60543168163135A5607A185&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214077&pubNum=2995&originatingDoc=IAC3F35C0A60543168163135A5607A185&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214077&pubNum=2995&originatingDoc=IAC3F35C0A60543168163135A5607A185&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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costos que no surgen de la prueba que se presentó ante 

el TPI y que este Tribunal revisó. 

En cuanto a esto, nuestro Foro Judicial Máximo 

expresó que: 

La regla que impide la concesión de daños 

inciertos o especulativos se ha dirigido, 

generalmente, contra la incertidumbre en 

cuanto a la existencia del daño en sí, no 

siendo impedimento para recobrar la falta de 

certeza que meramente afecte la cantidad o 

extensión del daño. Una vez establecido 

satisfactoriamente que el daño existe, y que 

su causa próxima fue la acción u omisión del 

demandado, no puede caracterizarse el mismo de 

incierto o especulativo ‘no importando que la 

determinación de su cuantía sea aproximada, 

siempre que el cálculo descanse en una base 

razonable y no sea hijo del capricho o 

adivinación. Prado v. Quiñones, 78 DPR 322, 

335 (1955). 

 

El estudio incluye gastos y costos para Sparta que 

nunca se materializaron para justificar una reclamación 

de daños de ganancias no devengadas que eran inciertas. 

No es la incertidumbre del cálculo o la aproximación de 

los números, sino la falta de relación entre estos y la 

prueba de la existencia de daño alguno. Basado en lo 

anterior, este Tribunal repasa de forma breve la 

evidencia documental que acompaña los autos de este caso 

y que se examinó: 

1. Un manual sobre posibles usos para el 

metal chatarra.17 

 

2. Opinión y Orden del Tribunal Federal para 

el distrito de Puerto Rico sobre el caso 

de Houngsten Production Import & Export 

Co. LTD, et al. (Semprodimex-Vietnam) v. 

Sanco Metals LLC, et al, por dolo en la 

contratación.18 

 

3. El Estudio de Determinación de Daños por 

Incumplimiento de Contrato por Parte de 

la Asociación Azucarera Central 

Lafayette suscrito por el señor 

Alameda.19 

 

                                                 
17 Autos Originales, Identificación 2 de Sparta.  
18 Autos Originales, Exhibit 1 de la Asociación. 
19 Autos Originales, Exhibit 4 de Sparta.  
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4. Artículo titulado Cointegration and 

casual relationships among steel prices 

in Mainland China, Taiwan and USA in the 

presence of multiple structural 

changes.20 

 

5. Artículo titulado Iron and Steel Scrap 

(Fe) publicado por el US Departement of 

Interior como parte del US Geological 

Survey.21 

 

6. Por estipulación de las partes, los 

contratos entre Asociación y LAREB 

Corp.;22 LAREB Corp. y Sanco Metals;23 y 

Sanco Metals y Huong Sen Import and 

Export Company.24 

 

7. Orden del TPI en relación con un caso 

entre LAREB Corp. y Sanco Metals en la 

que prohíbe a este último remover metal 

de la central azucarera.25 

 

8. Contrato entre American Steel Processing 

Co. y Sparta USA (no parte en este caso) 

para la adquisición de 5,000 toneladas 

métricas de metal de la central 

azucarera.26 

 

9. Minuta en el caso de LAREB y Sanco Metals 

en la que las partes se ponen de acuerdo 

para que el TPI emita orden a los efectos 

de que no se permita extraer metales de 

la central azucarera.27 

 

10. Orden del TPI en la que se acoge lo 

acordado en la Minuta.28 

 

Con el beneficio de la evidencia documental 

disponible y recalcando que, en ausencia de 

transcripciones, exposición estipulada o una exposición 

narrativa de la prueba, este Tribunal no puede estudiar 

evidencia más allá de esta. Por ende, reitera que no 

identifica base para revocar las determinaciones del 

TPI. Al partir de la teoría que esbozó el Tribunal 

Supremo en Prado v. Quiñones, supra, este Tribunal está 

                                                 
20 Autos Originales, Exhibit 3 de Sparta.  
21 Autos Originales, Exhibit 2 de Sparta.  
22 Autos Originales, Exhibit 1 por estipulación de las partes.  
23 Autos Originales, Exhibit 2 por estipulación de las partes. 
24 Autos Originales, Exhibit 3 por estipulación de las partes.  
25 Autos Originales, Exhibit 4 por estipulación de las partes.  
26 Autos Originales, Exhibit 5 por estipulación de las partes.  
27 Autos Originales, Exhibit 1(a) de Sparta.  
28 Autos Originales, Exhibit 1(b) de Sparta.  
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ante una situación en la que el cálculo de la cuantía es 

aproximado y no descansa en una base razonable, no 

encuentra apoyo en la evidencia y, como resultado, no 

establece satisfactoriamente que existe un daño. 

Si bien los contratos otorgados por el metal 

chatarra, luego del aquí en controversia, presentan 

estimados que fluctúan entre las 30,00029 y 35,00030 

toneladas métricas, ambos conllevaron un acuerdo de pago 

a precio alzado que se diferencia al de las partes. En 

efecto, se identificó un reporte de inspección que fue 

un requerimiento para el contrato otorgado entre Sanco 

Metals y Semprodimex-Vietnam sobre las condiciones y las 

cantidades de metal chatarra en la central azucarera. El 

reporte tiene fecha del 4 de noviembre de 2009 y concluye 

que hay 30,000 toneladas métricas de metal chatarra en 

la central. No obstante, este informe fue objeto de un 

caso en el Tribunal Federal, en el que se concluye que 

el reporte “contained misrepresentations, or at the very 

least, grave inaccuracies”31 en relación con las 

cantidades. El estimado que probó la naturaleza engañosa 

de ese reporte estableció que es “a virtual certainty 

that there are less than 15,000 metric tons of Steel at 

the Lafayette Mill.”32 De nuevo, este Tribunal no 

identificó documento o prueba que permita concluir que 

se justifica depender en los estimados del señor Dawson 

para cuantificar los daños. 

En la alternativa, Sparta sugiere que se use como 

base de valor mínimo la cuantía de $2,280,000.00 

esbozada en el contrato entre Sanco Metals y 

                                                 
29 Apéndice de Apelación, pág. 258.  
30 Apéndice de Apelación, pág. 253.  
31 Autos Originales, Exhibit 1 de la Asociación. 
32 Apéndice de Apelación, pág. 404.  
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Semprodimex-Vietnam, pero Sparta misma traza la 

diferencia crucial de que esta cuantía representa un 

gasto y no una ganancia que va dirigida a “los papeles” 

y no al material en sí.33 El daño reclamado por Sparta 

se dirige a la pérdida de ganancia al no poder vender el 

material en el mercado internacional. El precio alzado 

que pagó Semprodimex-Vietnam por el contrato no 

corresponde con las estipulaciones en el contrato 

incumplido entre Sparta y la Asociación. Aún si se tomara 

de base los $2,280,000.00 para el cálculo de gastos, 

persiste la naturaleza especulativa de las ganancias 

dejadas de percibir discutida anteriormente. A todo 

esto, sin gastos incurridos por Sparta y sin una base 

concreta sobre la que apoyar una pérdida de ganancias 

dejadas de percibir, este Tribunal coincide con el TPI 

en que la evidencia que se presentó impide determinar 

que se materializaron daños que permitan conceder la 

reclamación de Sparta.  

B. Conflicto de interés  

Finalmente, Sparta plantea la existencia de un 

conflicto de interés en la representación legal de la 

Asociación, el Lcdo. Guillermo F. De Guzmán (licenciado 

De Guzmán). Según Sparta, este conflicto de interés es 

la causa para la falla en entregar el alegado documento 

de pesaje. Se refiere Sparta a la Sentencia que emitió 

un Panel Hermano el 28 de febrero de 2014 

(KLAN201301567).34 Las páginas concluyentes de esta 

determinación comprenden el pronunciamiento de este 

Tribunal en cuanto a un posible conflicto de interés, 

específicamente, la decisión de referir a una serie de 

                                                 
33 Apelación, pág. 12.  
34 Apéndice de Apelación, págs. 154-157. 
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abogados, incluido el licenciado De Guzmán, al Tribunal 

Supremo para que investigue si existe o no ese conflicto 

de interés. Como se sabe, el Tribunal Supremo es quien 

tiene el mandato constitucional de disciplinar a la 

clase togada, por lo que este Tribunal se abstiene de 

emitir expresiones ulteriores, pues este asunto se 

encuentra ante el foro cuya responsabilidad es hacer 

determinaciones de esa índole.  

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

Sentencia del TPI.  

 Notifíquese. 

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


